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León, Guanajuato, a 26 veintiséis de mayo del año 2009, dos mil nueve. . . . 
V I S T O  para resolver el expediente número 319/2008-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo promovido por el ciudadano LUIS GERARDO FLORES LÓPEZ, en contra del Presidente Municipal de León, Guanajuato; y, por ser el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa del Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en ese artículo. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . .  
A petición de la autoridad demandada, se analiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del citado artículo 261, en virtud de que el actor no demuestra que se afecte su interés jurídico. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que resulta FUNDADA, en mérito de las siguientes razones lógicas  y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio,  el  artículo  206-A,  Párrafo Segundo, de la reformada Ley  Orgánica  Municipal para el Estado de Guanajuato, prevé la impugnación de los actos o resoluciones administrativas dictadas por el Presidente Municipal y las Dependencias y Entidades de la Administración Pública; y en segundo lugar el artículo 251 párrafo primero, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece que sólo las personas que tienen interés jurídico, puede intervenir el proceso administrativo; preceptos que en lo conducente establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 206-A.-. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados ante los Juzgados Administrativos Municipales cuando afecten intereses de los particulares.
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .”
“Artículo 251.- Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .”
Los artículos transcritos en supralíneas, para la procedencia del juicio de nulidad exigen como requisitos sine qua non que el actor tenga un interés jurídico y que acredite la afectación que sufre en su esfera de derechos. Para efectos del proceso administrativo el interés jurídico es reputado como un derecho subjetivo de carácter administrativo reconocido o protegido a favor del particular por un precepto jurídico; y,  por su parte, la Suprema Corta de Justicia de la Nación y la doctrina han sostenido que el derecho subjetivo supone la existencia de dos elementos: una facultad de exigir y una obligación correlativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Bajo esta tesitura, para que proceda el juicio de nulidad, es necesario que los actos que se impugnan en el proceso, afecten el interés jurídico -un derecho subjetivo administrativo-  del  ciudadano  Luis  Gerardo  Flores  López  y  no  el  interés legítimo -interés jurídicamente protegido-; de esta manera, entre dichos intereses existen enormes diferencias, según se advierte de lo expuesto, lo que se corrobora con el criterio sostenido por la Tercera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, consultable en la Obra denominada “Criterios 2000-2006, página 156, bajo el siguiente rubro: “INTERÉS JURÍDICO, SU DIFERENCIA CON EL INTERÉS LEGÍTIMO E INTERÉS SIMPLE.- Resulta trascendente explicar la diferencia que existe entre los diferentes tipos de interés reconocidos: jurídico, legítimo y simple. Primeramente, debemos mencionar que el interés jurídico se traduce en lo que se conoce como derecho subjetivo, es decir, aquel derecho que, derivado de la norma objetiva, se concreta en forma individual en algún objeto determinado otorgándole una facultad o potestad de exigencia oponible a la autoridad, así tenemos que el acto de autoridad que se reclame tendrá que incidir o relacionarse con la esfera jurídica de algún individuo en lo particular; esto es, tal interés consiste en la existencia de un derecho legítimamente tutelado y que al ser transgredido por la actuación de la autoridad, faculta al agraviado para acudir ante el órgano jurisdiccional demandando la reparación de dicha transgresión. Por su parte, el interés legítimo es aquel que tienen quienes invocan situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos, diferenciados del conjunto general de la sociedad, por lo que para que exista este interés es suficiente que los particulares, principalmente los pertenecientes a un grupo diferenciado de la sociedad, resulten afectados por actos contrarios a la ley. En cuanto al interés simple, éste lo tienen las personas como cualquier miembro de la sociedad que desean que las leyes se cumplan y para quienes el ordenamiento sólo prevé la denuncia o acción popular. (Expediente: 5.335/03. Sentencia de fecha 24 de mayo de 2004. Actores: Raúl Aguilar Zacarías y J. Salomón Ramírez Ramírez. Demandada: Ayuntamiento de Acámbaro, Guanajuato.)”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, si en la especie, los actos impugnados consisten en diversos nombramientos emitidos a nombre de terceras personas, entonces la parte actora tiene un interés legítimo y no goza de un interés jurídico, siendo lo anterior así, es evidente que los actos administrativos combatidos no causan ninguna afectación en la esfera jurídica del ciudadano Luis Gerardo Flores López; pues, para que se actualice esa afectación deben materializarse perjuicios reales y jurídicos que incidan en su esfera jurídica, dado que de lo contrario jamás resentirá con la emisión de los actos impugnados perjuicio alguno, en razón de que éste supone la existencia de un derecho legítimamente tutelado y sólo al ser transgredido por el actuar de la autoridad demandada, faculta a su titular para acudir ante el Órgano Jurisdiccional competente pidiendo que esa trasgresión cese; situación que no acontece en el caso que nos ocupa, ya que ninguno de los numerales que expresa en el capítulo de conceptos de impugnación del escrito de demanda, le tutela un derecho subjetivo de carácter subjetivo de naturaleza administrativa, amén de que el impetrante no tiene ningún derecho subjetivo tutelado por algún precepto jurídico de los Ordenamientos Legales que rigen los actos debatidos, o bien, el que regula las atribuciones u obligaciones de la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
En consecuencia, tiene interés jurídico sólo aquella persona a quien un precepto legal le otorga la facultad de exigencia, de ahí, es el caso que el actor carece de interés jurídico, dado que éste como miembro de la sociedad, por el solo hecho de serlo y al pretender que se cumplan los artículos 2 de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato  y  4, primer párrafo, de la referida Ley Orgánica  Municipal, nada más tiene un interés legítimo, el que no es tutelado por el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por tal motivo, el ciudadano Luis  Gerardo  Flores  López, no está en aptitud de solicitar la nulidad de los nombramientos que nos ocupan, toda vez que no es el destinatario de los mencionados actos administrativos y al resultar lo anterior así, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por consiguiente, con fundamento en la fracción II del artículo 262 del citado Código, es procedente sobreseer este proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .    
Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción I, 262 fracción II, 287, 298 y 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PRESENTE PROCESO ADMINISTRATIVO, por las consideraciones lógico-jurídicas expuestas en el segundo considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos, la LICENCIADA  MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
